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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinticinco de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 14680/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta de la Secretaría de la Contraloría, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.


A N T E C E D E N T E S


PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha cuatro de diciembre de dos mil veinticinco, el Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00446/SECOGEM/IP/2025, mediante la cual solicitó lo siguiente:

“Solicito copia en versión pública de la evidencia documental mediante la cual la Secretaría de la Contraloría determinó que 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán se encuentran en estatus de omisos en la presentación de su declaración patrimonial y de intereses correspondiente al ejercicio 2025. Requiero documentos como: reportes del sistema DeclaraNET, listados generados por BackOffice, oficios internos, minutas y cualquier instrumento donde se refleje la omisión.” (Sic).


MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, El Sujeto Obligado emitió la respuesta en los siguientes términos:

	Metepec, México a 19 de Diciembre de 2025

	Nombre del solicitante: C. Solicitante

	Folio de la solicitud: 00446/SECOGEM/IP/2025

	

	En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

	




El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta, los archivos electrónicos denominados “00446-SECOGEM-IP-2025.pdf”, “0446-SECOGEM-IP-2025_0001.pdf”, cuyo contenido no se insertan por ser del conocimiento de las partes, sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerado respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 14680/INFOEM/IP/RR/2025, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:


a) Acto Impugnado: “Solicito copia en versión pública de la evidencia documental mediante la cual la Secretaría de la Contraloría determinó que 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán se encuentran en estatus de omisos en la presentación de su declaración patrimonial y de intereses correspondiente al ejercicio 2025. Requiero documentos como: reportes del sistema DeclaraNET, listados generados por BackOffice, oficios internos, minutas y cualquier instrumento donde se refleje la omisión. La respuesta mediante la cual el sujeto obligado niega entregar evidencia documental pública existente, bajo el argumento de que implicaría “procesar información” o “realizar investigaciones”, incurriendo en una interpretación dolosa, restrictiva e ilegal del derecho de acceso a la información, además de simular el cumplimiento de obligaciones de transparencia.” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad: “AGRAVIOS **PRIMER AGRAVIO Reconocimiento previo del hecho y negativa contradictoria de la evidencia** En respuestas anteriores, el propio sujeto obligado reconoció expresamente que: Existen 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán Dichas personas se encuentran en estatus de omisas La omisión genera responsabilidad administrativa Bajo ese contexto, resulta jurídicamente insostenible afirmar que no existe evidencia documental que respalde dicha determinación. 📌 Toda determinación administrativa debe estar sustentada en documentos, reportes, registros o sistemas de control. Negar su existencia implica aceptar que la autoridad actuó sin sustento documental, lo cual es inadmisible. **SEGUNDO AGRAVIO Inexistencia jurídicamente imposible** La respuesta impugnada pretende hacer creer que: Se determinó la existencia de 39 omisos Se generaron consecuencias jurídicas Se activaron atribuciones de control pero sin que exista documento alguno que lo respalde. 📌 Esto configura una inexistencia jurídicamente imposible, ya que la información solicitada deriva directamente del ejercicio de facultades legales obligatorias, por lo que debe existir. Criterio reiterado del INFOEM: La información derivada de funciones públicas obligatorias no puede declararse inexistente. **TERCER AGRAVIO Falsa afirmación de que se solicita “procesar información”** La autoridad sostiene que entregar la documentación implicaría “procesar”, “analizar” o “investigar” información. 🚫 Esto es falso. La recurrente no solicitó análisis ni investigación, sino: Copia de reportes Listados generados por sistemas (Declaranet / Backoffice) Oficios Minutas Cualquier documento donde conste la omisión 📌 Solicitar copias de documentos existentes NO constituye procesamiento, sino una obligación directa de entrega. **CUARTO AGRAVIO Violación al principio de máxima publicidad** La autoridad: No clasificó la información No invocó reserva No alegó confidencialidad No realizó prueba de daño Pese a ello, niega el acceso a documentos públicos, vulnerando el artículo 6º constitucional y el principio de máxima publicidad. **QUINTO AGRAVIO Falta absoluta de búsqueda exhaustiva** El sujeto obligado no acredita haber realizado búsqueda exhaustiva, ya que no señala: Unidades administrativas consultadas Sistemas revisados (Declaranet, Backoffice u otros) Periodos de búsqueda Actas circunstanciadas Violando de manera directa los artículos 167 y 173 de la Ley de Transparencia del Estado de México. **SEXTO AGRAVIO Simulación reiterada y mala fe institucional** Esta respuesta se suma a una cadena de respuestas evasivas, mediante las cuales el sujeto obligado: Reconoce hechos Niega nombres Niega documentos Niega evidencia 📌 Esta conducta sistemática configura simulación, contraria a la buena fe y a los criterios del INFOEM. PETICIONES CONCRETAS AL INFOEM Se solicita respetuosamente que este Instituto: REVOQUE TOTALMENTE la respuesta impugnada. ORDENE la entrega en versión pública de toda la evidencia documental solicitada. Subsidiariamente, ordene emitir acuerdo formal de inexistencia, debidamente fundado y motivado, con actas circunstanciadas. DÉ VISTA al Órgano Interno de Control por la emisión de respuestas contradictorias y evasivas. Aplique medidas de apremio en caso de incumplimiento.” (Sic). 

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha catorce de enero de dos mil ventiséis, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que, El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha veintiuno de enero y cinco de junio de dos mil veintiséis; asimismo, la parte Recurrente tampoco realizó alegatos, ni ofreció pruebas o manifestaciones, lo anterior de conformidad con la siguiente imagen:


SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha veinticinco de junio de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SEXTO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha veinticinco de junio de dos mil veintiséis, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.


C O N S I D E R A N D O 


PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 1, 81, 82 fracciones I y III, 119, 127, 128 y 129, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios;  1, 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181, párrafo tercero, 185 y 194, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios de aplicación supletoria de la citada Ley de Protección de Datos en términos de su artículo 11; 9, fracciones I y XXIV, 11 y 14, fracción I del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.


TERCERO. Del estudio de las causas de improcedencia. 
El estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.

Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.
] 


Por lo que una vez que se analizó el expediente en estudio se cae en la cuenta de que no se actualiza ninguna de las casuales a continuación transcritas:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:  
I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en la presente Ley, a partir de la respuesta;  
II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial de la Federación algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente;  
III. No actualice alguno de los supuestos previstos en la presente Ley;  
IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en la presente Ley;
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;  
VI. Se trate de una consulta, o trámite en específico; y  
VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.”

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

CUARTO. Del estudio y resolución del asunto. 
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el artículo 8, de la Ley de Transparencia local.
En este sentido nuestro estudio versará en determinar si la información remitida mediante respuesta, colma el derecho de acceso a la información solicitado por la parte Recurrente, para ello analizaremos lo solicitado y la información proporcionada, por lo que el Recurrente solicito lo siguiente; 

1. Soporte  documental mediante el cual la Secretaría de la Contraloría determinó que 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán se encuentran en estatus de omisos en la presentación de su declaración patrimonial y de intereses correspondiente al ejercicio 2025. 

Atento a la solicitud de información El Sujeto Obligado, emitió su respuesta en donde se advierte lo siguiente:
· 00446-SECOGEM-IP-2025.pdf: Soporte documental que consta de tres fojas en formato PDF en los términos siguientes; 
·  Oficio de fecha nueve de diciembre de dos mil veinticinco por medio del cual el Subsecretario de Responsabilidades Administrativas manifiesta que hace entrega de la respuesta proporcionada por el Servidor Público Habilitado de la Subsecretaria de Responsabilidades Administrativas.
· Oficio de fecha nueve de diciembre de dos mil veinticinco por medio del cual el Titular de la Dirección de Registro de Declaraciones y Sanciones manifiesta que se ha atendido oportunamente la solicitud de información.
· Oficio mediante el cual el Titular de la Dirección de Registro de Declaraciones y Sanciones no es posible atender el requerimiento efectuado mediante la solicitud de Información antes citada, toda vez que, sólo se proporcionará la información pública que se solicite y que obre en los archivos y en el estado en que ésta se encuentre, por lo que, la obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estando obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones, de conformidad con lo que establece el artículo 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, publicada en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno", el 04 de mayo de 2016

· 0446-SECOGEM-IP-2025_0001.pdf: Soporte documental que consta de una foja en formato PDF de fecha dieciséis de diciembre de dos mil veinticinco por medio del cual el Titular de la Unidad de Transparencia manifiesta que envía la respuesta de los servidores públicos habilitados. 


Es así que derivado de la respuesta emitida por El Sujeto Obligado, El Recurrente, interpuso el presente recurso de revisión, señalando sustancialmente como acta impugnado “Solicito copia en versión pública de la evidencia documental mediante la cual la Secretaría de la Contraloría determinó que 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán se encuentran en estatus de omisos en la presentación de su declaración patrimonial y de intereses correspondiente al ejercicio 2025. Requiero documentos como: reportes del sistema DeclaraNET, listados generados por BackOffice, oficios internos, minutas y cualquier instrumento donde se refleje la omisión. La respuesta mediante la cual el sujeto obligado niega entregar evidencia documental pública existente, bajo el argumento de que implicaría “procesar información” o “realizar investigaciones”, incurriendo en una interpretación dolosa, restrictiva e ilegal del derecho de acceso a la información, además de simular el cumplimiento de obligaciones de transparencia” y como  sus razones o motivos de inconformidad, lo siguiente: “AGRAVIOS **PRIMER AGRAVIO Reconocimiento previo del hecho y negativa contradictoria de la evidencia** En respuestas anteriores, el propio sujeto obligado reconoció expresamente que: Existen 39 personas servidoras públicas del Ayuntamiento de Tepotzotlán Dichas personas se encuentran en estatus de omisas La omisión genera responsabilidad administrativa Bajo ese contexto, resulta jurídicamente insostenible afirmar que no existe evidencia documental que respalde dicha determinación. 📌 Toda determinación administrativa debe estar sustentada en documentos, reportes, registros o sistemas de control. Negar su existencia implica aceptar que la autoridad actuó sin sustento documental, lo cual es inadmisible. **SEGUNDO AGRAVIO Inexistencia jurídicamente imposible** La respuesta impugnada pretende hacer creer que: Se determinó la existencia de 39 omisos Se generaron consecuencias jurídicas Se activaron atribuciones de control pero sin que exista documento alguno que lo respalde. 📌 Esto configura una inexistencia jurídicamente imposible, ya que la información solicitada deriva directamente del ejercicio de facultades legales obligatorias, por lo que debe existir. Criterio reiterado del INFOEM: La información derivada de funciones públicas obligatorias no puede declararse inexistente. **TERCER AGRAVIO Falsa afirmación de que se solicita “procesar información”** La autoridad sostiene que entregar la documentación implicaría “procesar”, “analizar” o “investigar” información. 🚫 Esto es falso. La recurrente no solicitó análisis ni investigación, sino: Copia de reportes Listados generados por sistemas (Declaranet / Backoffice) Oficios Minutas Cualquier documento donde conste la omisión 📌 Solicitar copias de documentos existentes NO constituye procesamiento, sino una obligación directa de entrega. **CUARTO AGRAVIO Violación al principio de máxima publicidad** La autoridad: No clasificó la información No invocó reserva No alegó confidencialidad No realizó prueba de daño Pese a ello, niega el acceso a documentos públicos, vulnerando el artículo 6º constitucional y el principio de máxima publicidad. **QUINTO AGRAVIO Falta absoluta de búsqueda exhaustiva** El sujeto obligado no acredita haber realizado búsqueda exhaustiva, ya que no señala: Unidades administrativas consultadas Sistemas revisados (Declaranet, Backoffice u otros) Periodos de búsqueda Actas circunstanciadas Violando de manera directa los artículos 167 y 173 de la Ley de Transparencia del Estado de México. **SEXTO AGRAVIO Simulación reiterada y mala fe institucional** Esta respuesta se suma a una cadena de respuestas evasivas, mediante las cuales el sujeto obligado: Reconoce hechos Niega nombres Niega documentos Niega evidencia 📌 Esta conducta sistemática configura simulación, contraria a la buena fe y a los criterios del INFOEM. PETICIONES CONCRETAS AL INFOEM Se solicita respetuosamente que este Instituto: REVOQUE TOTALMENTE la respuesta impugnada. ORDENE la entrega en versión pública de toda la evidencia documental solicitada. Subsidiariamente, ordene emitir acuerdo formal de inexistencia, debidamente fundado y motivado, con actas circunstanciadas. DÉ VISTA al Órgano Interno de Control por la emisión de respuestas contradictorias y evasivas. Aplique medidas de apremio en caso de incumplimiento.”  En este sentido la Recurrente considero que el Sujeto Obligado no le dio cuenta de lo requerido.

Por lo que a efecto de no vulnerar el derecho al acceso a la información de la Recurrente el Sujeto Obligado rindió su informe justificado en los términos siguientes; 
· INFORME JUSTIFICADO 00446.pdf: Soporte documental que consta de cinco fojas en formato PDF de fecha veinte de enero de dos mil veintiséis por medio del cual el Sujeto Obligado rinde su informe justificado, manifestando que se requirió al Servidor Público Habilitado de la Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas brindara nuevamente respuesta por lo que si bien se señaló que existían personas servidoras públicas que no habían cumplido con la obligación de presentar su declaración patrimonial, ello no implica, que exista documentación formal especifica en los términos solicitados, a que el reconocimiento de un estatus de omisión deriva de la consulta directa a los sistemas electrónicos oficiales (Declaranet/Backoffice), los cuales operan como herramientas de verificación, sin que necesariamente se generan reportes; listados u oficios individualizados de manera automática, ya que la determinación del incumplimiento se realiza mediante mecanismos de consulta electrónicamente.

· ANEXO INFORME JUSTIFICADO 00446.pdf: Soporte documental que consta de cinco fojas en formato PDF en los términos siguientes; 

· Oficio de fecha catorce de enero de dos mil veintiséis por medio del cual el Subsecretario de Responsabilidades Administrativas manifiesta que envía la respuesta proporcionada.
· Oficio de fecha catorce de enero de dos mil veintiséis por medio del cual el Titular de la Dirección de Registro de Declaraciones y Sanciones manifiesta que envía la respuesta proporcionada.
· Oficio mediante el cual el Titular de la Dirección de Registro de Declaraciones y de Sanciones manifiesta si bien se señaló que existían personas servidoras públicas que no habían cumplido con la obligación de presentar su declaración patrimonial, ello no implica, que exista documentación formal específica en los términos solicitados, ya que el reconocimiento de un estatus de omisión deriva de la consulta directa a los sistemas electrónicos oficiales (Declaranet/Backoffice), los cuales operan como herramientas de verificación, sin que necesariamente se generen reportes, listados u oficios individualizados de manera automática,  ya que una cosa es la verificación operativa del cumplimiento de una obligación y otra distinta la existencia de documentos administrativos previamente generados, los cuales no obran en los archivos del sujeto obligado

· alcance RR 14680-2025.pdf: Soporte documental que consta de tres fojas en formato PDF de fecha tres de junio de dos mil veintiséis por medio del cual el Sujeto Obligado envía alcance de su informe justificado manifestando que los Ayuntamientos gozan de autonomía para gobernar y administrar sus asuntos institucionales de manera independiente, por lo que la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México coadyuva con los gobiernos locales en materia de responsabilidades administrativas y blindaje electoral, a través de la suscripción de un Convenio de Colaboración y Coordinación en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción, por lo que esta Secretaría otorga y facilita al Municipio el uso, acceso y operación de la plataforma Dec!@raNet, permitiendo con ello que los servidores públicos municipales cumplan en tiempo y forma con sus obligaciones legales en materia de declaración de situación patrimonial y de intereses.

En este sentido, informa que no se cuenta con soporte documental en la Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas que dé cuenta de las personas servidoras públicas omisas en la presentación de su declaración patrimonial en términos del artículo 34 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, ya que el reconocimiento de un estatus de omisión deriva de la consulta directa a los sistemas electrónicos oficiales (Declaranet/Backoffice), los cuales operan como herramientas de verificación, sin que se generan reportes; listados u oficios individualizados de manera automática.
En este sentido para llevar a cabo la consulta por parte de la Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas se ingresa a través de un usuario y contraseña que son proporcionados al personal encargado de dichas funciones, de acuerdo con lo establecido por el Manual General de Organización de la Secretaría de la Contraloría, publicado en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno". Una vez en el sistema se cuenta con un apartado de Estadística, donde se cuenta con filtros de situación del padrón por estatus y modalidad de declaración, que una vez seleccionado, refiere la búsqueda por tipo de movimiento (inicial, modificación y conclusión), así como el periodo del movimiento, una vez que se establecen los criterios, se realiza la búsqueda, donde el sistema arroja datos estadísticos referentes al ente público, así como el total de movimientos, desglosando el número de servidores públicos que cuentan con el estatus de: En tiempo y forma o extemporáneos, refiriendo también el total y el porcentaje de cumplimiento.

Referente a las personas servidoras públicas que están obligadas a presentar dicha declaración, se hace de su conocimiento que en atención al Acuerdo por el que se modifican los Anexos Primero y Segundo del Acuerdo por el que el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción emite el formato de declaraciones: de situación patrimonial y de intereses; y expide las normas e instructivo para su llenado У presentación; en su Anexo Segundo denominado: "Normas e Instructivo para el llenado y presentación del formato de declaraciones: de situación patrimonial y de intereses ", se refiere que las áreas de recursos humanos u homólogas de los Entes Públicos serán los responsables de identificar a los Servidores Públicos que les sea exigible la presentación de declaraciones de situación patrimonial y de intereses o del aviso por cambio de dependencia, a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 32, 33 y 46 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios.

Por lo que, el soporte documental que requiere el solicitante se encuentra en poder del Órgano Interno Control del Ayuntamiento de Tepotzotlán, ya que la Secretaría de la Contraloría otorga y facilita al Municipio el uso, acceso y operación de la plataforma Decl@raNet, por lo tanto, corresponde a dicho Órgano Interno de Control, en el ámbito de su competencia y autonomía técnica, la recepción, resguardo, control y fiscalización de las declaraciones patrimoniales y de intereses de sus servidores públicos.

Por tal motivo, es de señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:
“Artículo 4. … 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

“Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.”

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
(…)”


Además, es importante señalar que el artículo 18, de la Ley en la materia, los Sujetos Obligados cuenta con la obligación de documentar todos los actos que derive de sus atribuciones, funciones y competencia desde su origen la eventual y reutilización de la información que generen, por lo tanto toda la información que sea generada, posea y administre, es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la misma, por lo tanto esta debe ser proporcionada siempre y cuando se halle en los archivos  documentales de los Sujeto Obligados y en las condiciones que se encuentre, la cual no podrá sufrir modificaciones o procesamiento, no presentarla conforme a los interés de los particulares, como de igual forma los Sujeto Obligados no deberán de generar, resumir o efectuar cálculos o practicar investigaciones.


Sirve como apoyo a lo anterior, el criterio 09-10, emitido por el Pleno del entonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, que a la letra dice:

“Las dependencias y entidades no están obligadas a generar documentos ad hoc para responder una solicitud de acceso a la información. Tomando en consideración lo establecido por el artículo 42 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que establece que las dependencias y entidades sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos, las dependencias y entidades no están obligadas a elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información, sino que deben garantizar el acceso a la información con la que cuentan en el formato que la misma así lo permita o se encuentre, en aras de dar satisfacción a la solicitud presentada.” (Sic)


De lo anterior, es dable precisar que el artículo 92, fracción XIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, estipula lo siguiente:
“Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
 I a XII… 

XIII. La información en versión pública de las declaraciones patrimoniales y de intereses de los servidores públicos que así lo determinen, en los sistemas habilitados para ello, de acuerdo a la normatividad aplicable; 
XIV a LII…”

Ahora bien, aunque los preceptos legales descritos, establecen la obligatoriedad de los Sujetos Obligados a que publiquen de manera permanente y actualizada, de forma sencilla, precisa y entendible, la información generada correspondiente a las declaraciones patrimoniales de los servidores públicos que así lo determinen, es decir mediante autorización previa y específica de los mismos; sin embargo, con base en lo señalado previamente, que podemos concretar que únicamente corresponde a la Contraloría Municipal el de verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar oportunamente la declaración de situación patrimonial; asimismo no se encuentra constreñido a tener disponible la información relacionada con las declaraciones de los servidores públicos, materia de la presente solicitud. 

Ahora bien, es importante señalar que el artículo 32, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, establece:
“Artículo 32. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad y ante las Secretarías o su respectivo Órgano interno de control, todos los Servidores Públicos, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.”

Por lo anterior, se entiende por servidor público a las personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito federal y local, conforme a lo dispuesto por el artículo 108 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por el numeral 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México. 

Es así que, la obligación de presentar su declaración de situación patrimonial, es exclusiva de aquellas personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión en los entes públicos, en el ámbito Federal y Local. Aunado a lo anterior, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios establece en el artículo 2 fracción VI que tiene como objeto establecer las obligaciones y el procedimiento para la declaración de situación patrimonial, la declaración de intereses y la presentación de la constancia de declaración fiscal de los servidores públicos, del mismo modo la normatividad en mención establece en sus artículos 33, 34 y 35, lo siguiente:
“Artículo 33. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad ante la Secretaría de la Contraloría o los órganos internos de control, todos los servidores públicos estatales y municipales, en los términos previstos en la presente Ley. Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.

Artículo 34. La declaración de situación patrimonial, deberá presentarse en los siguientes plazos: 
I. Declaración inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión con motivo del: 
a) Ingreso al servicio público por primera vez. 
b) Reingreso al servicio público después de sesenta días naturales de la conclusión de su último encargo. 
II. Declaración de modificación patrimonial, durante el mes de mayo de cada año. 
III. Declaración de conclusión del encargo, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión.
En el caso de cambio de dependencia o ente público en el mismo orden de gobierno, únicamente se dará aviso de dicha situación y no será necesario presentar la declaración de conclusión.
La Secretaría de la Contraloría o los órganos internos de control, según corresponda, podrán solicitar a los servidores públicos una copia de la declaración del Impuesto Sobre la Renta del año que corresponda, si éstos estuvieren obligados a presentarla o, en su caso, de la constancia de percepciones y retenciones que les hubieren emitido alguno de los entes públicos, la cual deberá ser remitida en un plazo de tres días hábiles a partir de la fecha en que se reciba la solicitud.
(…)
Artículo 35. La declaración de situación patrimonial, deberá ser presentada a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica.
En el caso de municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplearse formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal.
La Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio.
Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá las normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los declarantes deberán presentar la declaración patrimonial, de intereses y en su caso, la constancia de presentación de la declaración fiscal, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por esta Ley.
Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las disposiciones del presente Título, son documentos públicos aquéllos que emita la Secretaría de la Contraloría para ser presentados como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus archivos documentales y electrónicos sobre la declaración de situación patrimonial de los servidores públicos.
Los servidores públicos facultados para recabar la declaración de situación patrimonial, deberán resguardar la información a la que accedan observando lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios así como en la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.”

De los dispositivos legales en comento se establece de manera precisa y concreta quienes son los servidores públicos obligados a presentar la declaración de situación patrimonial, así como los plazos en que deben de cumplir con el deber que les impone la Ley de Responsabilidades Administrativas, del mismo modo se precisa que para el caso de la declaración patrimonial, la misma debe presentarse a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica, y para el caso de los Municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplear formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal, resaltando que la Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio. 

Aunado a lo anterior, el Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría, señala en su artículo 24 fracción VI y VII, que corresponde a la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, entre otras atribuciones, recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, así como, llevar el registro y resguardo de las mismas, para su publicitación, precepto legal que a la letra dice:
“Artículo 24. A la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, corresponden las atribuciones siguientes: 
I a V
… 
VI. Recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal; 
VII. Coordinar y llevar el registro y resguardo de las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, para su publicitación conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, así como para suministrar la información correspondiente a la Plataforma Digital Nacional y Estatal del Sistema Nacional y Estatal Anticorrupción; 
VIII a XLII…”

Así que, de los preceptos legales referidos, se advierte que a la Secretaría de la Contraloría le corresponde en a través de la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, recibir, registrar y resguardar las declaraciones fiscales de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal.

Bajo esta línea de pensamiento resulta imnportante señalar que respecto de la Declaración Patrimonial, este Instituto advirtió que en la página oficial de la Secretaría de la Contraloría, en el apartado de Declaración Patrimonial y de Intereses, consultada en la liga electrónica https://portal.secogem.gob.mx/declaranet, precisa que dicha dependencia ofrece el portal Decl@ranet, con la finalidad de facilitar a los servidores públicos del Estado de México, presenten su Declaración de Situación Patrimonial, Declaración de Intereses o Posible Conflicto de Intereses y presentación de Constancia de Declaración Fiscal.

Además, que en dicho portal se  precisa que el sistema Decl@ranet, es administrado por la Secretaría de la Contraloría, y cuyo fin es que los servidores públicos del Estado de México, presenten su presenten su Declaración de Situación Patrimonial, Declaración de Intereses o Posible Conflicto de Intereses y presentación de Constancia de Declaración Fiscal.

Como se logra observar, el Sistema Decl@ranet, es operado únicamente por la Secretaría de la Contraloría, por lo que, es la única dependencia que tiene acceso a las declaraciones presentadas por dicha plataforma; situación que se robustece con el Manual General de Organización de la Secretaría de la Contraloría, que señala que dicha dependencia cuenta con diversas unidades administrativas para el ejercicio de sus funciones, entre las cuales se encuentra el Departamento de Recepción y Análisis de Manifestación de Bienes y Declaración de Intereses, encargado de realizar la recepción, registro y resguardo de las declaraciones de situación patrimonial de los servidores públicos de las Administraciones Públicas Estatal y Municipal.

En ese orden de ideas, cabe recordar que los artículos 12 y 24 último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, consagran la obligación de los Sujetos Obligados de hacer entrega de la información que en ejercicio de sus facultades, funciones y atribuciones, recopile, genere, o administre, por lo que al tenerse por acreditado que los Ayuntamientos únicamente verifican el cumplimiento de entrega de las declaraciones patrimoniales, sin que ellos funjan como intermediarios en la recepción y posterior entrega de las mismas ante la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México, es fácticamente imposible que el Sujeto Obligado, haga entrega de información que no genera, administra o posee en ejercicio de sus atribuciones.

Es de precisar que, aunque la solicitud de información y la respuesta estén dirigidas y atendidas por un Sujeto Obligado, lo cierto es que también tienen diversas Unidades Administrativas y cada área cuenta con un Servidor Público Habilitado, que es la persona encargada de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información al Titular de la Unidad de Transparencia de los Sujetos Obligados, lo anterior de conformidad con los artículos 3 fracción XXXIX, 58 y 59  de la Ley en la materia, que estipulan lo siguiente:
Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XXXIX. Servidor público habilitado: Persona encargada dentro de las diversas unidades administrativas o áreas del sujeto obligado, de apoyar, gestionar y entregar la información o datos personales que se ubiquen en la misma, a sus respectivas unidades de transparencia; respecto de las solicitudes presentadas y aportar en primera instancia el fundamento y motivación de la clasificación de la información;
(…)

Artículo 58. Los servidores públicos habilitados serán designados por el titular del sujeto obligado a propuesta del responsable de la Unidad de Transparencia.

Artículo 59. Los servidores públicos habilitados tendrán las funciones siguientes:

I. Localizar la información que le solicite la Unidad de Transparencia;
II. Proporcionar la información que obre en los archivos y que le sea solicitada por la Unidad de Transparencia;
III. Apoyar a la Unidad de Transparencia en lo que esta le solicite para el cumplimiento de sus funciones;
IV. Proporcionar a la Unidad de Transparencia, las modificaciones a la información pública de oficio que obre en su poder;
V. Integrar y presentar al responsable de la Unidad de Transparencia la propuesta de clasificación de información, la cual tendrá los fundamentos y argumentos en que se basa dicha propuesta;
VI. Verificar, una vez analizado el contenido de la información, que no se encuentre en los supuestos de información clasificada; y
VII. Dar cuenta a la Unidad de Transparencia del vencimiento de los plazos de reserva.

En otras palabras, cumplió con lo que para tal efecto dispone el artículo 162, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que índica:
“Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.”

De lo anterior, este Instituto puede advertir que el Sujeto Obligado turno la solicitud de información a los servidores públicos habilitados competentes para dar respuesta al requerimiento de información sin embargo como se advierte en respuesta el Sujeto Obligado se limitó a manifestar que no podía hacer entrega de la información toda vez que, sólo se proporcionará la información pública que se solicite y que obre en los archivos y en el estado en que ésta se encuentre.

Por lo que mediante informe justificado refirió que los Ayuntamientos gozan de autonomía para gobernar y administrar sus asuntos institucionales de manera independiente, por lo que la Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de México coadyuva con los gobiernos locales en materia de responsabilidades administrativas y blindaje electoral, a través de la suscripción de un Convenio de Colaboración y Coordinación en Materia de Transparencia y Combate a la Corrupción, por lo que esta Secretaría otorga y facilita al Municipio el uso, acceso y operación de la plataforma Dec!@raNet, permitiendo con ello que los servidores públicos municipales cumplan en tiempo y forma con sus obligaciones legales en materia de declaración de situación patrimonial y de intereses.

En este sentido, informó que no se cuenta con soporte documental en la Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas que dé cuenta de las personas servidoras públicas omisas en la presentación de su declaración patrimonial en términos del artículo 34 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, ya que el reconocimiento de un estatus de omisión deriva de la consulta directa a los sistemas electrónicos oficiales (Declaranet/Backoffice), los cuales operan como herramientas de verificación, sin que se generan reportes; listados u oficios individualizados de manera automática.

Por lo que para llevar a cabo la consulta por parte de la Subsecretaría de Responsabilidades Administrativas se ingresa a través de un usuario y contraseña que son proporcionados al personal encargado de dichas funciones, de acuerdo con lo establecido por el Manual General de Organización de la Secretaría de la Contraloría, publicado en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno". Una vez en el sistema se cuenta con un apartado de Estadística, donde se cuenta con filtros de situación del padrón por estatus y modalidad de declaración, que una vez seleccionado, refiere la búsqueda por tipo de movimiento (inicial, modificación y conclusión), así como el periodo del movimiento, una vez que se establecen los criterios, se realiza la búsqueda, donde el sistema arroja datos estadísticos referentes al ente público, así como el total de movimientos, desglosando el número de servidores públicos que cuentan con el estatus de: En tiempo y forma o extemporáneos, refiriendo también el total y el porcentaje de cumplimiento.

Referente a las personas servidoras públicas que están obligadas a presentar dicha declaración, se hace del conocimiento que en atención al Acuerdo por el que se modifican los Anexos Primero y Segundo del Acuerdo por el que el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción emite el formato de declaraciones: de situación patrimonial y de intereses; y expide las normas e instructivo para su llenado У presentación; en su Anexo Segundo denominado: "Normas e Instructivo para el llenado y presentación del formato de declaraciones: de situación patrimonial y de intereses ", se refiere que las áreas de recursos humanos u homólogas de los Entes Públicos serán los responsables de identificar a los Servidores Públicos que les sea exigible la presentación de declaraciones de situación patrimonial y de intereses o del aviso por cambio de dependencia, a efecto de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 32, 33 y 46 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios.

Ahora bien, de lo manifestado en respuesta e informe justificado este Instituto advierte que el Sujeto Obligado acepto la existencia de 39 omisiones de los servidores públicos respecto las declaraciones patrimoniales y de intereses del Ayuntamiento referido en Solicitud, por lo que es necesario referir que como se precisó en estudio previo dichas declaraciones corresponden a faltas administrativas no graves en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas, por lo que se advierte que consiste en información confidencial, en términos del artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al tratarse de una falta no grave, en el entendido de que sólo pueden ser dadas a conocer las sanciones por faltas administrativas graves condenatorias, de conformidad con la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de México y Municipios que establece que las sanciones no graves no serán públicas. 

Para sustentar lo anterior, se reitera que las faltas no graves, son aquellas que cometen los servidores públicos por incumplimiento a sus funciones, o bien, a sus obligaciones y, por lo tanto, las consecuencias recaen directamente en contra de este, al no haber una afectación a terceros (personas físicas, morales, instituciones públicas u otros trabajadores), ni haber un detrimento en el erario.

 Así, se puede advertir que dichas faltas, no tienen una trascendencia social, pues no existe un daño externo, sino que únicamente le atañe al servidor público en cuestión. Por lo expuesto, se desprende que dar a conocer el nombre de servidores públicos de un procedimiento de responsabilidad administrativa no grave, constituye información confidencial que afecta su esfera privada, puesto que podría generar una percepción negativa de estos, ocasionando un perjuicio en su honor, intimidad y buena imagen, pues como se precisó la afectación es para el propio servidor público, situación que no afecta a terceros.

En consecuencia, el dar a conocer el nombre del servidor público, podría generar un juicio a priori por parte de la sociedad, afectando su prestigio y su buen nombre, pues esto podría causar una mala percepción del servidor público frente a la sociedad, lo cual daña su vida privada y profesional, mismas que forman parte de su intimidad; por lo que se concluye que dicha información, así como cualquier dato que haga identificable al servidor público involucrado tiene el carácter de confidencial.

En ese contexto, la tesis aislada número 2a. XXXV/2007, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXV, de mayo de dos mil siete, página 1186, de la Novena Época, materia constitucional y penal, establece:
“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El principio de presunción de inocencia que en materia procesal penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho fundamental que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio opera también en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a tales hechos, en cualquier materia.”

Al respecto, por lo que hace al derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de febrero de 2014, página 470, de la Décima Época, materia constitucional, dispone:
“DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros.”

Entonces este Instituto advierte que la solicitud de información  fue turnada a todas las unidades administrativas en términos del artículo 162 de la Ley de Transparencia Local que en el ámbito de sus atribuciones o funciones podrían generar, administrar o poseer la información requerida por el Recurrente, sin embargo no puede tenerse por colmado el Derecho al Acceso a la Información de la Recurrente en virtud que el Sujeto Obligado no se pronunció respecto si a la fecha de la solicitud había generado, poseído o administrado reportes, listados, oficios, minutas o requerimientos a efecto de dar continuidad procesal a las omisiones de declaraciones patrimoniales y de intereses de los 39 servidores públicos del Ayuntamiento de Tepotzotlán. 

Así este Instituto  no puede tener por colmado el requerimiento de información  no se acredita el principio de búsqueda exhaustiva de la información, cuyo alcance se encuentra establecido en el Criterio Reiterado 02/19 emitido por el Pleno de este Organismo Garante, se trae a colación el criterio anteriormente referido a saber:
“BÚSQUEDA EXHAUSTIVA. SU EJERCICIO PARA LOCALIZAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA, NO CONSTITUYE UNA INVESTIGACIÓN A LA CUAL SE REFIERE EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. De conformidad con lo establecido en el artículo 162 de la Ley de Transparencia vigente en la entidad, para atender una solicitud de acceso a la información pública, la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado debe turnar el requerimiento a todas las áreas competentes que pudieran haber generado, poseído o administrado la información solicitada de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con la finalidad de realizar una búsqueda exhaustiva y razonable en sus archivos que lleve a la localización de los documentos donde conste la información solicitada; por tanto, esta búsqueda es una actividad necesaria e indispensable para la correcta atención de las solicitudes de información que permite la localización de aquella documentación requerida por el solicitante, sin que ello deba entenderse como una investigación de la señalada en el artículo 12, segundo párrafo de la Ley de Transparencia Local; lo anterior es así, toda vez que de acuerdo al Diccionario de la Real Academia Española, la palabra investigar hace referencia, entre otras cosas, a la realización de actividades intelectuales y experimentales de modo sistemático cuyo propósito es aumentar los conocimientos sobre una determinada materia, lo que conlleva a concluir que la investigación inmersa en el artículo 12 de la Ley de la materia se refiere a que los sujetos obligados no están constreñidos a realizar un análisis, extracción y generación de nueva información. Bajo ese tenor, la búsqueda y localización de la información que refiere el numeral 162 de la Ley de Transparencia, no implica una investigación de la señalada en el artículo 12 del mismo ordenamiento legal y, por tanto, los sujetos obligados no podrán excusarse de su ejercicio bajo el argumento de que ello conlleva una investigación.”

En tal sentido, resulta aplicable el Criterio orientador 02/17 emitido por el Peno del Instituto Nacional de Transparencia y Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, de título y texto siguientes:
“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
[…]
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
[…]

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
[…]

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o la visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva. Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

La Clave Única de Registro de Población (CURP). El artículo 36 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone la obligación de los ciudadanos de inscribirse en el Registro Nacional de Ciudadanos; además, el diverso 85 de la Ley General de Población, prevé que corresponde a la Secretaría de Gobernación el registro y acreditación de la identidad de todas las personas residentes en el país y de los nacionales que residan en el extranjero.

Los dos últimos elementos de la Clave Única de Registro de Población evitan la duplicidad de la Clave y garantizan su correcta integración. Como se desprende de lo anterior, la Clave Única de Registro de Población es un dato personal confidencial, ya que por sí sola brinda información personal de su titular y lo hace identificado e identificable, motivo por el cual se aprueba su eliminación de las versiones públicas, ya que además no guarda relación con el desempeño laboral de un individuo, simplemente se trata de un trámite administrativo requerido por la autoridad federal para hacer identificables a las personas.

De acuerdo con lo anterior, resulta procedente la clasificación de la Clave Única de Registro de Población, por tratarse de un dato personal confidencial, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Es de precisarse que respecto el nombre de personas que no son servidores públicos, se integra con el sustantivo propio y el primer apellido de los padres, en el orden que de común acuerdo determinen; asimismo es la manifestación principal del derecho subjetivo a la personalidad y atributo de esta en términos del artículo 2.3 del Código Civil del Estado de México, de tal suerte, el nombre per se es un elemento que hace a una persona física identificada o identificable, por lo que, se considera un dato personal.

Firma del titular: Tratándose de personas físicas en el rol de ciudadanos, es considerada como un atributo de la personalidad, en virtud de que a través de esta se puede identificar a una persona, por lo que se considera un dato personal y, dado que para otorgar su acceso se necesita el consentimiento de su titular, es información clasificada como confidencial. En contraste, tratándose de servidores públicos cuando se emite un acto de autoridad en ejercicio de las atribuciones que tiene conferidas, la firma mediante la cual valida dicho acto jurídico es pública. 

Por tanto, la firma de los servidores públicos vinculada al ejercicio de la función pública es información pública, dado que documenta y rinde cuentas sobre el debido ejercicio de sus atribuciones con motivo del empleo, cargo o comisión que le han sido encomendados.

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar. Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho.

Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia del Sujeto Obligado que la sustente, en el que se expongan los fundamentos y razones que llevaron a la autoridad a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que el no hacerlo implica que lo entregado no es legal ni formalmente una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; pues no señalar las razones por las que no se aprecian determinados datos, ya sea porque se testan o suprimen, deja al solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva, es decir, si no se exponen de manera puntual las razones de ello se estaría violentando desde un inicio el derecho de acceso a la información del solicitante.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento en la fracción III, del artículo 186, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de información número  00446/SECOGEM/IP/2025 que ha sido materia del presente fallo. 
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,


S E RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00446/SECOGEM/IP/2025, en términos del considerando CUARTO de la presente resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) en términos del considerando CUARTO de esta resolución, haga entrega de ser procedente en versión pública  de lo siguiente:

1. Los oficios, reportes, minutas o requerimientos emitidos, respecto a los 39 servidores públicos del Ayuntamiento de Tepotzotlán que fueron identificados como omisos en su declaración patrimonial y de intereses del ejercicio 2025, al 04 de diciembre de 2025.

2. Acuerdo del Comité de Transparencia en donde de manera fundada y motivada, confirme la clasificación del nombre de las 39 personas servidoras públicas del ayuntamiento de Tepotzotlán que omitieron presentar su declaración de situación patrimonial y la de intereses, como información confidencial.
Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

De ser el caso que no se cuente con la información que se ordena en el numeral 1 bastara con que así lo haga del conocimiento el Sujeto Obligado al Recurrente en los términos establecidos por el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia Local

TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de 10 (diez) días hábiles, debiendo informar a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al Recurrente y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS; MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA; SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ; LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA VIGÉSIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTICINCO DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
JMV/CCR/NJMB
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